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SEN'I'ENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l-ima, I 5 dc oclubre de 2018

\SU\-'I O

Ilccurso dc agravio conslilucional interpuesto por doña Fidcla Pilar Álvarez de To¡res

co tra la sentencia dc fojas 105, de 15 de marzo de 2017, expedida por la Sala Mixta
Dcscentralizada dc Ilo de la Cofe Superior de Justicia de Moquegua, quc declaró

improcedentc la demanda de amparo dc autos.

F U \ D,'\ NI I.] \'Io S

En la scntcncia emitida en el Expcdicnte 00987-2014-PA/TC, publicada cn cl
dia¡ro oficial El Peruano cl 29 dc agosto de 2014, este Tribu¡al cstableció en el

fund¿mento 49, con carácter de precedeDte, quc se expedirá sentenci¿

interlocutoria denegatoria, dictada sin más taámite, cuando se presente algl¡¡o de

los siguicntes supuestos:

d)

Ca¡czca de fundamentación la supuesta \,,tlln(-ración que se invoque.
l-a cucstión de Derecho co¡tenida cn el ¡ecu¡so no sea de especial

trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribuoal
Constitucional.
Sc haya dccidido de rnanera desestimatoria en casos sustancialmenle
iguales.

a)

b)

c)

n el prcsclltc caso, la ¿ctora solicita, fundamentalmcntc, que sc o¡dene a la

l

Asociación Casa Huerta Los Olivares rcconoccr su condición de asociada y, como
consccuenoia de ello, pcamitirlc cjcrcer todos los derechos qüe le corespondcn
como tal- Scñala, en esencia, que pese a estar inscdta en el padrón

co¡rcspoDdicntc y haber adquirido una paacela de terreno mediante contrato dc
compra\.cnta de 14 de diciembre de 2009 (fojas 51) suscrito con don Sairl
Cahuas Colncjo, quien se desempeiiaba co¡¡o prcsidentc dc la asociación
cmplazada en ese úomento , ésta sc niega a reconocer sus derechos alegando
qüc drcho contrato carece de validez, lo que vulnera sus derechos tllndamcntalcs a

la libcnad de asociación y a la propicdad.

Sin cmbargo, la controversia carece de cspccial trasccndcncia constifucional pucs.
a la 1¡cha, las partcs habrían llegado a un acuerdo mediante el cual la actom ha

sido rcconocida como asociada concretándose, inclusive, su participación en
''varias asamble.rs y actividadcs dc la asociación" (fojas 31).
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4 En todo caso, Ia controversia aespccto a la validez del conhato de compravcnta
suscrito por la actora y cl otorgamiento de l¿ escritura pública conespondicntc, ¡o
debe resolverse cn csta scde sino, más bien, en las vias procesalcs cspeciñcas
previstas para tal efecto (cf. añículo l4l2 del Código Civil) máxime si se toma
o] cucnta que, de confonnidad con cl articulo 9 del Código Procesal

Constitucional, el amparo carece de una etapa en la que pueda realizarsc actividad
probatoria complcja. Además se advierte que, en cl presente caso, la actora no
precisa cuálcs son los actos ü omisiones concretas mcdiante los cuales la
cmplazada habría vulnerado sus dcrcchos fundamentales a Ia libertad de

asociación y a la propiedad.

En consecucncia, de 1rt expuesto en los fundamentos 2 a 4 s¡rpra, se vcriñca que cl
pacscntc recurso de agravio ha i¡cu¡rido en la causal de ¡echazo prcvista cn cl
acápite b) del fi.rndamento 49 de la scntencia emitida en el tsxpediente 00987
2014-PA/TC. Por tanto, corrcsponde declarar, sin más trámite, improcedente el
recu¡so dc agravio constitucional.

Por estos lundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Politica dcl Pcru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Fcrrero Cost¿,
Ader'»ás, sc incluye el fundamento de voto del magist¡ado Espinosa-Saldaña Barrc¡a.

Dcclara( IMI'ROCEDEN I'E el recurso de agravio constitr¡cional po¡que la cL¡eslión de

Dcrccho contenida en elrecuNo carece de especial trasccndc¡rcia corlstitucional.

l'ubliqucse y notjliqucse

SS

NIIRANDA CANAI,ES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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FUNDAMI,TNTo DE voTo DtrL M^GISTRADo EsprNoSA-SALDAñA
BARRERA

Coincido en denegar e! reourso presentado pero debo precisar lo siguiente:

l. De la lectura de Ia resolución que se nos presenta, no queda claro cuál es la
argumentación en que sejustifica lo resuelto.

2. Y es que si el argumcnto errpleado es el de que existc vías igualmente
satisfactorias para abordar este tema, <lebieran aplicarse las paulas del
preccdcnle "Elgo Rios" y denegar el recurso aplicando la causal c) del
fundamento 49 del precedente "Vásquez Romero". Sin embargo. al mismo
tiempo se hace mención al incumplimiento del aÍiculo 9 del Código Procesal
Constitucional, que nos llevaría a Ia aplicación de Ia causal b) del fundamento 49
dcl precedente "Vásquez Romcro".

3. En todo caso. si se opta por la causal b), no debiera dejarse de lado cl formalo
específicamente previsto para ello. En cse sentido, si aquí ha quedado
plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no encuentra
respaldo en el contcnido constitucionalmente protegido de los derechos
invocados por la pafte demandanle, se verifica que se ha incurrido cn la causal
de rechazo prevista en el acápile b) del fundamento 49 dc la sentencia emitida en
el Expediente 00987-20 I,1-PA/|C y en el inciso b) del arlículo ll del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional-

4. Sin embargo, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente
clara para explicar las razones por las cuales aquí la cueslión de Derecho
pla¡teada carece de especial trascendencia constitucio¡al, conforme las pautas
cstablecidas por este Tribunal.

5. En efecto, tal como ha desarrollado este Tribunal Conslilucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia ¡ltcrloculoria, Iuego de hacer
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el lundamento ¿i9

de "Vásquez Romero", corresponde relerirse en fonna clara, ordenada ¡-
detallada a Ia causal específica en la cual habría incurrido el recurso planteado.
así como cumplir con explicar cltáles son los alcanccs de la causal utilizada.

6. De esle modo, la exposición de las razones por las cualcs el recurso incurre en
una causal determinada lo solo adquiere mayor claridad, sino también se Ic
otorga u¡ adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan lo rcsueh,¡
cn el caso. Dichas cualidades son las que se cspcra que tenga una dccisión
tomada por este Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdicoional encargado
dc una labor tan relevantc como lo es la tutela de dcrcchos fundamentales.

l

2,2(,!a)

S.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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VOTO SINGUI,AR DEL MACISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me olorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito cl presente voto singular, para expresar respetüosa¡nente
que disiento del precedente vinculanle establecido en la Sentencia 00987 -2014-P A/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA. por los fruldamentos que a

continuación expongo:
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El, TRrBUNAL CoNsTlrucloNAL coMo coRTf, DE REVISIóN o !'ALLo y fio Df,
cASACTóN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constilucionales corno
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constilucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nucstra historia
cofttitucional, dispuso la creación de un órgano ad ,4oc, independiente del Pode¡
Judiciai. con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los dc¡echos fturdamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el terrilorio nacional para conocer, en yía de casación, de los hdbeas cotpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habiiitada pa¡a fallar en forma definitiva sobrc la causa. Es
decir, no se promrnciaba sobrc los hechos invocados como ameDaza o lesión a los
de¡echos reconocidos er la Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de carantías
ConstitucioÍales, vige¡te en ese momento, estableció, en sus aficulos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fo¡ma errada o ha incurrido en graves vicios procesalcs en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
scñalar la deflciencia, dcvolverá los actuados a ia Corte Suprema de Justicia de la
República (rccnvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo dc tutela ante amenazas y vulneración dc derechos fue se¡iamente
modificado en ia Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
nrecanismos de lutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas datd
y acoión de cumplimiento. En scgundo lugar, se crca al Tribunai Constitucional
como órgano de control de la constituciolalidad, aun cuando la Constitución lo
califica enóneamentc como "órgaro de control de la Constitución". No obstante, en

tril
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Iir, DERECHo a s¡rR oiDo coMo MANrFEsrACróN DE L^ DENrocRÁTrzACIóN DL r,()s
PRocEsos CoNsTr[ucroNAt,Is DE LA r-TBERTAD

8. La administracióD de.iusticia constitucional de la libe¡rad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como conesponde, del derecho de

mate a de procesos co¡stilr¡cionales de la libeúad, Ia Constitución cstablece que el
Tribunal Constitucional es inslancia dc rcvisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Poiitica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al T¡ibunal Constitucional ,,conocer, en últ¡ma y
deinitirL¡ ins¡ancia, las resolucíones denegatorías dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeds dotd y accíón de cumplímiento,,. Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fundamentalcs,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en uI1 derecho fundamental. Una lectr¡¡a divc¡sa
contravendría maÍdatos esenciales de la Constilución, como son el paincipio de
def'e¡sa de la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (adículo 1), y "la observancia del debido ptoceso y tuteld
jurisdicc¡ofial. Ninguna persona puede ser desyiada tle ld jurisdícción
predeterm¡nadd por la ley, ¡ii somefidct ct ptocedimienfo distinto de los ple|idmenle
establecidos, ni juzÍldd.t pol i)rganos j tisdiccionaleit de exccpcíón ni por
com¡siones especiales creadas dl el¿cto cualquiera sea su denomiñación,,.
consag¡ada en el aÍiculo ll9, inciso 3.

EXP. N.ó 01388,2017-PA/TC
MOQUEGUA
FIDELA PILAR ÁLVAREZ DE]'ORRES

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del certíorari
(Suprema Cortc de los Estados Uddos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constilución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si Io que
está en discusión es la supuesta atnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la via corcspondiente para que el Tribmal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anili.is dc lo que (e prclcnde. J( lo que se in\ oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pa1te como co[cretización de su derecho
i¡renunciable a la delénsa; además, un Tribunal Constifucional constituye el más
cfectivo medio de defensa de los dercchos lündamentales frente a los poderes
pilblicos y privados, Io cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

/r1
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9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista cstá relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de mancra escrita y
oral, los argumenlos pertinentcs, concretiíndose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

I0. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en 1a¡1to que la
poteslad de adminjstrar justicia constituye una manifestación del poder que cl
llstado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucioDal cuando se
brinda con estricto rcspeto de los derechos inhere[tes a todo ser hunano, lo quc
incluye el derecho a ser oido con las debidas gara¡tías.

11. Cabe añadir que la paficipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se conccde en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proccso. De 1o contrario, se decidiría sob¡e la eslera de interés de
una pe¡sona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluycnte y antidemocrático. Además, el 'liibunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, cn cada caso concreto, las razones, los rnotivos y ios
argumentos que juslilican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un t¡ibunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
expresar de modo suñcieDte las razones de de¡echo y de hecho relcvantes ell cada
oaso quc tesuelve-

12. En ese sentido, la Coúe Interamericana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado d tratar al indil)¡duo en todo momento como
un wrdadero sujefo del proceso, en el md anplio sentidu de cste concepto, y no
simplemente como objeto del mismo"' . y q\1e "pdru que exista debido proceso legal
es precíso que uk justíciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
ifitereses en^formd el¿ctiva y e co dicíones cle igualdad procesol con otros
iusticiables'2.

I Co¡te IDÉI. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

'Cort" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y'tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

fiú

defensa inherente a toda pcrsona, cuya manilestación primaria cs el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier p¡oceso en el cr¡al se
dete¡mi¡cn sus derechos, intereses y obligaciones.
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ll. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por cl Tribunal Constitucional si no es con glave violaciól1 de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su inté¡prete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional dc la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no ticne competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los articulos l8 y 20 del Código Procesal Constitucioüal, el'f bunal Constitucional no "concede" el recuaso. Esta es una competencia de la
Sala Supcrior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocc¡ del
R{C y pronunciarse sob¡e el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho ¡eculso, sino por el contrario de "conocer,, lo que la parte alega
como un agravio que le causa jndefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de Ios casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especílicos, a saber,
identifica. en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justifica¡lo,
convicrte el empleo dc la precitada sentencia en arbitra o, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derccho fundamentai de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas ga¡antías, pues ello daría lugar a decisiones subjeriras ¡
carentes de predictibilidad, af'ectando notablemente a los jüsticiables, quiencs
tendrían que adivinar qué resolvcrá el T bunal Collstitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, z¡rtatís mutandis. el üecedente vilcularte contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
1állos, col'tro en el caso Lr¡is Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/1C). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naluraleza
prooesal de los procesos comtitucionales de la iiberlad (supleto edad, via previa.
vías paralelas, litispendcncia, invocación del derecho constitucioral liquido y
ciefio, etc.).

llxP. N.. 01388,20t7-PA/TC
MOQUECUA
FIDELA PILAR ÁLVAREZ DE TORRIS

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad scan de
u1a naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se liene en cuenta qüe la justicia en sedc constitucional representa la
última posibilidad para proteger y repara¡ los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lávor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tdbunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para pode¡ escuchar a las personas afectadas en sus
de¡echos esencialcs cuando ¡o encuentra[ justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Fe¡rero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defcnsa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la preslación jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la prolección judicial auténtica".
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